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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 14 de febrero de 2007, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, de Lázzari, Soria, Pettigiani, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 86.165, "Lobo, Fabián Alberto contra Oeste S.A. Despido".

A N T E C E D E N T E S


El Tribunal del Trabajo Nº 1 de Morón rechazó la demanda deducida, imponiendo las costas en el orden causado. 


La parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente 

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


I. En lo que interesa para la resolución de la presente litis, el tribunal del trabajo interviniente desestimó la demanda impetrada por Fabián Alberto Lobo contra "Oeste S.A.", en cuanto procuraba el cobro de indemnizaciones por antigüedad y falta de preaviso, así como las previstas en los arts. 10 y 15 de la ley 24.013.


En lo que respecta a los rubros derivados de la extinción del contrato de trabajo, el a quo rechazó su procedencia por entender que el actor no logró acreditar las causales que había invocado al considerarse despedido.


Y en lo relativo a la indemnización por deficiente registración establecida en el art. 10 de la ley 24.013, el tribunal hizo lo propio en la inteligencia de que tampoco se demostró que el actor percibiera una remuneración superior a la consignada en los recibos de haberes (vered., fs. 423/427 y sent., fs. 430 y vta.).


II. Contra dicho pronunciamiento se alza la legitimada activa mediante recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el que denuncia absurdo en la valoración de la prueba y violación de los arts. 44 inc. "d" de la ley 11.653; 18 de la Constitución nacional; 9, 11, 12, 14, 63, 232, 233 y 245 de la ley 20.744; 10 y 15 de la ley 24.013 y 39 inc. 3 de la Constitución provincial (fs. 438/442 vta.).


Sostiene que el razonamiento efectuado por el sentenciante contiene un grosero vicio de absurdo, toda vez que restó todo valor probatorio a las planillas obrantes a fs. 92 y 93 ‑acompañadas como prueba documental con el objeto de demostrar los pagos que no se consignaban en los recibos de haberes‑ por la sola razón de que dicha documentación no llevaba impreso el membrete de la empresa ni ninguna otra constancia que permitiera atribuir su autoría a la accionada, aun cuando con la pericia caligráfica se comprobó que las anotaciones obrantes en las mismas habían sido realizadas de puño y letra por Mirta Gladys Isali, vicepresidente y accionista de la demandada y que era quien se encargaba de efectuar los pagos a los empleados. En ese sentido, advierte que resulta inapropiado exigir que dichos instrumentos llevaran un membrete de la empresa, pues en la demanda se especificó que los mismos demostraban que la accionada llevaba una "contabilidad paralela".


Cuestiona, asimismo, la valoración de la prueba testimonial, afirmando que el tribunal prejuzgó al otorgar un valor excesivo a la declaración del testigo Héctor López, quien, al ser apoderado de la demandada, tenía una objetiva identificación con los intereses de esta última, circunstancia que excluía de antemano la idoneidad y credibilidad necesarias. Por el contrario ‑añade‑ el juzgador omitió reproducir los dichos vertidos por el resto de los testigos acerca de las mismas cuestiones sobre las cuales aquél se pronunció, obviando que corroboraban las conclusiones que cabía extraer de la documental soslayada por el a quo. 


Por último, se agravia de que el tribunal haya desestimado el análisis de las grabaciones magnetofónicas ofrecidas como prueba, no obstante que dicho medio probatorio se halla admitido por la doctrina y la jurisprudencia.


III. El recurso no puede prosperar.


1. Tiene reiteradamente dicho esta Corte que evaluar la conducta de las partes previa a la rescisión del vínculo laboral, para establecer la existencia o no de injuria, se encuentra reservado a la función axiológica de los jueces de grado. El límite que encuentra tal facultad lo constituye el absurdo en la apreciación de los hechos y pruebas de la causa, o la comprobación de que la evaluación de la injuria invocada fue efectuada por el juzgador sin la prudencia que la ley exige (art. 242, L.C.T., conf. causas L. 50.519, "Martínez", sent. del 9‑III‑1993; L. 52.284, "Moyano", sent. del 31‑VIII‑1993; L. 56.904, "Hunt de Fara", sent. del 19‑XII‑1995; L. 58.863, "Morandi de Amado", sent. del 10‑XII‑1996; L. 71.275, "Novoa", sent. del 30‑VIII‑2000, entre muchas otras), circunstancias que deben ser eficazmente alegadas y demostradas por quien denuncia su configuración.


Siendo ello así, el recurso no ha de tener favorable acogida, pues el recurrente ni siquiera ha invocado que el tribunal de grado omitió valorar la injuria invocada por el actor para considerarse despedido sin la prudencia que la ley exige y ‑en mi opinión‑ tampoco logra demostrar su afirmación relativa a que el sentenciante valoró absurdamente la prueba.


2. a. No se halla controvertido en autos que Lobo se consideró despedido ante la negativa de la demandada a registrar los haberes realmente percibidos y a regularizar la situación laboral, alegando que concurrían ‑además‑ otros motivos que, a su juicio, justificaban la decisión de extinguir el vínculo (graves injurias a su honor, negación de tareas y una actitud persecutoria por parte de la legitimada pasiva: ver telegrama de fs. 6, escritos de demanda y réplica y vered. fs. 427). Sin embargo, la demandada negó terminantemente todas esas circunstancias (ver intercambio telegráfico y responde, a fs. 199/201), pesando sobre el actor, en consecuencia, la carga de demostrar su existencia.


b. El tribunal consideró que el actor no logró acreditar que se le abonaba una remuneración adicional "en negro". Valoró, para arribar dicha conclusión, que el salario consignado en los recibos de haberes coincidía con el establecido en la pericia contable. Además, descartó el valor probatorio de la documental acompañada por el actor mediante la cual pretendía acreditar la existencia de esos pagos adicionales, por considerar que la misma fue desconocida por la accionada y el actor no logró probar su autenticidad. En ese sentido, entendió el sentenciante que si bien en la pericia caligráfica se estableció que las inscripciones manuscritas allí existentes habían sido efectuadas "de puño y letra" por la señora Isali, dicha documental carecía de todo valor probatorio por no llevar impreso membrete ni ninguna otra constancia que permitiera atribuir su procedencia a la sociedad demandada (vered., fs. 425 vta.). 


Sentado ello, concluyó el juzgador que tampoco se acreditó la existencia de las restantes causales de despido invocadas por el actor, pues ‑con las declaraciones concordantes y convincentes de los seis testigos que depusieron en la audiencia de vista de la causa‑ no se pudo demostrar ninguna de las circunstancias fácticas por él referidas (negación de tareas, conductas injuriosas ni actitud persecutoria por parte del empleador, ver vered., fs. 427 y vta.).


3. Los agravios del quejoso son ‑reitero‑ insuficientes para demostrar el absurdo que invoca (art. 279, C.P.C.C).


a. Si bien es cierto ‑como señala el recurrente‑ que la conclusión del a quo en el sentido de que correspondía restar valor probatorio a la documental de fs. 92/93 porque no tenía membrete o constancia alguna que permitiera atribuírsela a la accionada resulta desacertada, no lo es menos que tal circunstancia es irrelevante para modificar la conclusión sentada por el fallo de grado, pues dichos elementos probatorios no tienen la virtualidad suficiente para demostrar que el actor recibía una suma de dinero adicional a la consignada en sus recibos de haberes.


b. En efecto, teniendo en cuenta que en la prueba caligráfica se determinó ‑en conclusión mantenida por el perito frente a las sucesivas impugnaciones y finalmente receptada por el tribunal‑, como ya dije, que las anotaciones realizadas en las planillas citadas correspondían al puño y letra de la señora Isali (ver pericia a fs. 396 vta., ampliaciones de fs. 411 y 417 y vered. fs. 425 vta.), la decisión del sentenciante de prescindir de plano de dichos instrumentos por la circunstancia de que los mismos no poseían alguna identificación que permitiera atribuírselos a la empresa de marras no es acertada, pues, al haber sido su autenticidad desconocida por ésta al contestar la acción, era la pericial caligráfica la vía idónea para determinar si las planillas en cuestión habían sido efectivamente elaboradas por la persona a quien el actor atribuía su autoría, resultando irrelevante que no tuvieran el logo o membrete de la empresa, toda vez que el actor, mediante dichos documentos de carácter informal, pretendía acreditar ‑precisamente‑ que su empleador llevaba una "contabilidad paralela" en la cual quedaban constancias de los denunciados pagos adicionales que supuestamente se efectuaban. Ergo, en esas circunstancias, no parece razonable exigir que ‑aún probado mediante la pericial caligráfica que dichos documentos fueron confeccionados por la persona a quien el actor atribuyó su autoría ‑que era, además, uno de los dos accionistas de la sociedad demandada‑ los mismos debían tener la identificación de la empresa para reconocerles algún valor probatorio.


c. Sin embargo ‑aún situándonos en la hipótesis más favorable al quejoso y aceptando que los instrumentos fueron confeccionados por la señora Isali‑ lo cierto es que, de un análisis de dichos elementos, no surgen, en modo alguno, indicios que permitan determinar que el actor recibía pagos adicionales que no se registraban en los recibos y libros contables. 


De las planillas obrantes a fs. 92/93 ‑con sustento en las cuales el recurrente afirma que debieron tenerse por acreditados los pagos irregulares‑ sólo surgen casilleros en los cuales se consignan diversos nombre de pila, meses del año y cifras numéricas sin referencia a ningún signo monetario, no existiendo dato o constancia alguna que permitan inferir, siquiera, que dichas expresiones corresponden a sumas de dinero que el actor ‑cuyo apellido tampoco figura allí‑ percibía en carácter de remuneración "en negro".


Luego, no existiendo en autos otros elementos que resulten suficientemente demostrativos de que dicha irregularidad se cometió, no cabe otra posibilidad que concluir que ‑efectivamente, como resolvió el a quo‑ el actor no ha logrado demostrar que se le abonaba un salario mayor al consignado en los recibos de haberes.


d. Tampoco ha de tener favorable acogida el agravio dirigido a cuestionar la valoración de la prueba testimonial.


Reiteradamente ha señalado esta Corte que en casación no puede ‑en principio‑ revisarse la ponderación que de la misma efectúan los jueces de grado, pues, por razón del modo en que se verifica la oralidad en el proceso laboral ‑como principio formativo, y por ende, fisonómico de él‑ la tarea revisora se encuentra dificultada por la imposibilidad de reexaminar su contenido cuando (como ocurre en la especie) aquél no ha sido transcripto en el acta de la audiencia. En consecuencia, resultan inatendibles las consideraciones formuladas en el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley respecto a la prueba oral rendida en la vista de causa, quedando su valoración reservada a los juzgadores de origen, que gozan de amplias atribuciones en razón del sistema de "apreciación en conciencia" tanto en lo que concierne al mérito como a la habilidad de las exposiciones (cfr. doct. causas L. 78.330, "Carballo de Noal", sent. del 5‑XII‑2001; L. 77.290, "Spatafore", sent. del 4‑VI‑2003, L. 85.324, "A.M.L.", sent. del 6‑IV‑2005, entre otras).


En virtud de dichas consideraciones, y teniendo en cuenta que el tribunal fundó su decisión en las declaraciones "convincentes y concordantes" de seis testigos (vered. fs. 427), resultan inoficiosas las manifestaciones del recurrente en orden a que las expresiones del testigo López no poseían la objetividad necesaria, como las relativas a que sus dichos se contradecían con los vertidos por otros dos testigos.


Por último, no resulta ocioso señalar que la crítica referente a que el tribunal omitió consignar determinadas aseveraciones vertidas por alguno de los deponentes resulta inatendible, porque el impugnante omitió hacer uso de la facultad prevista en el art. 46 de la ley 11.653, razón por la cual, la queja que al respecto introduce en el recurso extraordinario deviene extemporánea. En este sentido, ha declarado este Tribunal que en razón de la oralidad propia de la estructura del proceso laboral, y no habiéndose ejercido oportunamente la facultad que confiere el art. 46 de la ley 11.653, esta Suprema Corte se encuentra imposibilitada de examinar los dichos de los testigos, cuya apreciación es propia de los jueces de mérito (conf. causa L. 85.541, "Trevisán", sent. del 6‑VII‑2005). 


 e. Finalmente, el argumento relativo a que el tribunal erróneamente rehusó analizar las cintas magnetofónicas ofrecidas como prueba debe ser rechazado sin más, toda vez que el sentenciante denegó su producción al decretar la apertura a prueba de las actuaciones (res. de fs. 229 y vta.) y el ahora recurrente omitió cuestionar dicha decisión en la instancia pertinente, arribando en consecuencia firme a esta sede, no pudiendo ser objeto de revisión alguna, pues ‑como es sabido‑ las cuestiones preclusas no deben renovarse en el proceso como tema litigioso porque la preclusión opera como un impedimento o una imposibilidad. La facultad procesal no usada se extingue (conf. causas L. 37.376, "Acuña", sent. del 18‑VIII‑1987; L. 88.215, "Cáceres", sent. del 31‑VIII‑2005, entre otras). 


IV. En virtud de lo expuesto, corresponde rechazar el recurso traído y confirmar la sentencia impugnada en cuanto fue materia de agravio, con costas (art. 289 del C.P.C.C.).


Voto por la negativa.

Los señores jueces doctores de Lázzari, Soria, Pettigiani y Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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